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  Foja 8

PRIMERA SALA UNITARIA DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
EXPEDIENTE: 460/2018
PARTE ACTORA: 

**********. 
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTORA DE NORMATIVIDAD DE LA SECRETARIA DE ECOLOGÍA Y GESTIÓN AMBIENTAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI Y OTRA AUTORIDAD.

MAGISTRADO:

LICENCIADA MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA ROSALINDA CORONADO VILLALOBOS. 

  
 San Luis Potosí, San Luis Potosí, catorce de septiembre de dos mil dieciocho.


V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio  contencioso administrativo número 460/2018, promovido por**********., contra actos de la DIRECTORA DE NORMATIVIDAD DE LA SECRETARIA DE ECOLOGÍA Y GESTIÓN AMBIENTAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI Y OTRA AUTORIDAD; y,
R E S U L T A N D O:

I.- Por acuerdo de veintidós de mayo de dos mil dieciocho, se admitió la demanda promovida por**********., respecto de la citada autoridad DIRECTORA DE NORMATIVIDAD DE LA SECRETARIA DE ECOLOGÍA Y GESTIÓN AMBIENTAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI Y OTRA AUTORIDAD, y respecto el acto que enseguida se precisa:


"**********."

Y señala como autoridades demandadas a:

I. Directora de Normatividad de la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental del Estado de San Luis Potosí.
II. Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental del Estado de San Luis Potosí
          II.- Substanciado el presente juicio en cada una de sus etapas, el cuatro de julio de dos mil dieciocho, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, con la asistencia del autorizado de la parte actora, de la Delegada de las autoridades demandadas. Enseguida el Secretario de Acuerdos, dio lectura al escrito de demanda y contestación de la misma, señalando las pruebas documentales presentadas por las partes. Se hizo constar que no se les desechó ninguna prueba a las partes. Se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes. En período de alegatos se certificó que se formularon éstos por el representante legal de la parte actora, razón por la que se dio por terminada la audiencia, se citó para resolver y se turnaron los autos a la Magistrada Instructora para formular el proyecto respectivo.
C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer, substanciar y resolver el presente juicio, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 1°, 2°, 7° fracción V, 9°, fracción III, 24, 28, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luís Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridad estatal, donde se ejerce jurisdicción, con motivo de la emisión de un acto administrativo dictado en agravio de un particular, en ejercicio de las facultades de la citada autoridad.

SEGUNDO.- La parte actora, acreditó su interés jurídico de conformidad con  el  artículo  231 del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí, toda vez que acompañó el documento consistente en**********), documento fundatorio visible en fojas 268 a la 300 de los presentes autos; con el valor probatorio que les confiere el artículo 72 fracción I del citado Código.
En el presente caso comparece a juicio el**********., a demandar la nulidad del citado acto y acredita su personalidad con la copia certificada del instrumento número **********pasado ante la fe del Notario Público **********con residencia en el Distrito Federal (ahora Ciudad de México), que contiene el Poder otorgado a favor del aquí compareciente, en representación de la moral citada, la cual se encuentra visible a fojas 85 a la 92 de autos, conforme a lo previsto en el artículo 219 párrafo segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, de ahí que resulta innegable que el compareciente cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.
Las autoridades demandadas Directora de Normatividad de la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental del Estado de San Luis Potosí y Secretaria de Ecología y Gestión Ambiental del Estado de San Luis Potosí, justificaron debidamente su personalidad y legitimación en términos del párrafo tercero del artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con las copias certificadas visibles a fojas 608 y 547 respectivamente, las cuales constan en autos, documentos a los cuales se les otorga valor probatorio pleno, en términos del artículo 74 de la Codificación legal en cita.
TERCERO.- La litis planteada en este juicio, es determinar la legalidad o ilegalidad de la**********.), cuyo original se localiza a fojas 268 a la 300 del expediente en el que se actúa; documentales que fueron ofrecidas por la parte actora, en cumplimiento a lo dispuesto en los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
CUARTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese sentido, se tiene que del examen general practicado al sumario, esta Sala Unitaria no advierte que existan causales de improcedencia o sobreseimiento que hayan hecho valer las demandadas, o bien que se deban examinar de oficio. 

QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda, se localizan en fojas de la 2 a la 83 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. ...”
SEXTO.- Previo al estudio de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria estima necesario precisar, que atendiendo al principio de exhaustividad de las sentencias, que impone la obligación de examinar todos y cada uno de los puntos controvertidos del acto impugnado, iniciando por aquellos, que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana y, después, por los que se refieran a la omisión de requisitos formales o vicios del procedimiento, que conllevarían únicamente a la reposición del procedimiento y por consecuencia en su oportunidad al dictado de una nueva resolución en relación a los hechos que se le imputan; principio que se traduce en la obligación de analizar, en primer lugar, los motivos de disenso que lleven a una declaratoria de nulidad más benéfica para el actor, y solo en el evento de estimarlos infundados, se pronuncie sobre conceptos de impugnación que lleven a una declaratoria de nulidad para efectos; se debe precisar, que el estudio de los conceptos de impugnación formulados por la accionante en el escrito de demanda, serán analizados tomando en consideración el estudio preferente de aquéllos que otorguen mayor beneficio, sin sujetarse a la forma en que fueron planteados.


Sirve de sustento a lo anterior la Tesis de Jurisprudencia visible en Novena Época, Registro: 179367, Instancia: Pleno, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXI, Febrero de 2005, Materia(s): Común, Tesis: P./J. 3/2005, Página: 5, que a continuación se transcribe:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO   POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la materia de que se trate, el estudio de los conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser declarado inconstitucional..- Contradicción de tesis 37/2003-PL. Entre las sustentadas por la Primera y Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 31 de agosto de 2004. Unanimidad de diez votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías..- El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy siete de febrero en curso, aprobó, con el número 3/2005, la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a siete de febrero de dos mil cinco.”


Así como, Novena Época, Registro: 166717, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXX, Agosto de 2009, Materia(s): Administrativa, Tesis: XVI.1o.A.T. J/9, Página: 1275.

“CONCEPTOS DE ANULACIÓN EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. ES PREFERENTE EL ESTUDIO DE AQUELLOS QUE CONDUZCAN A DECLARAR LA NULIDAD LISA Y LLANA DEL ACTO IMPUGNADO POR REPRESENTAR UN MAYOR BENEFICIO PARA EL ACTOR (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE GUANAJUATO). El artículo 17 constitucional consagra la garantía de acceso a la impartición de justicia, la cual se encuentra encaminada a asegurar que las autoridades -órganos judiciales o materialmente jurisdiccionales- lo hagan de manera pronta, completa, gratuita e imparcial, por lo que uno de los principios que consagra dicha garantía es el de exhaustividad, entendiéndose por tal la obligación de los tribunales de resolver todas las cuestiones sometidas a su conocimiento, sin que les sea lícito dejar de pronunciarse sobre alguna. Por su parte, los numerales 87 y 89, fracción I, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, establecen la existencia de dos requisitos que deben observarse en el dictado de las resoluciones: el de congruencia y el de exhaustividad. Ahora, si bien es cierto que en la citada ley no existe una disposición expresa que establezca el orden en que deben analizarse los conceptos de anulación, también lo es que el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado se encuentra constreñido a ocuparse de todos los motivos de impugnación en que descansa la pretensión anulatoria del actor, y preferentemente de los orientados a declarar la nulidad lisa y llana del acto impugnado, ya que de resultar fundados se producirá un mayor beneficio jurídico para el actor, pues se eliminarán en su totalidad los efectos del acto administrativo, con lo que se respeta la garantía de acceso efectivo a la justicia y, en particular, el principio de completitud que ésta encierra..- PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO..- Amparo directo 61/2006. Martha Leticia Aguirre Vaca. 19 de mayo de 2006. Unanimidad  de votos. Ponente: Lorenzo  Palma Hidalgo  Secretario: Juan Antonio Gutiérrez Gaytán..- Amparo directo 355/2006. 5 de enero de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Lorenzo Palma Hidalgo. Secretaría: Angélica María Merino Cisneros..- Amparo directo 490/2007. Juan Manuel Araujo Betanzos. 6 de mayo de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Lorenzo Palma Hidalgo. Secretario: Enrique Zamora Camarena..- Amparo directo 214/2008. Orlando Mariano Navarro Calderón. 17 de octubre de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Manuel Estrada Jungo. Secretario: José Juan Múzquiz Gómez..- Amparo directo 33/2008. Ma. de Lourdes Yáñez Mondragón y otras. 11 de diciembre de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: José Juan Múzquiz Gómez, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado. Secretario: Rogelio Zamora Menchaca.”

Precisado lo anterior, por cuestión de orden y cuyo análisis es de estudio preferente, nos ocuparemos de los conceptos de impugnación que hace valer la moral actora relativos a la caducidad del procedimiento en cuestión, argumentos que en la parte que interesa refieren en síntesis lo siguiente.

En el concepto de impugnación PRIMERO, el accionante hace valer en segundo lugar que su representada también manifestó en el primer agravio que la resolución combatida en recurso está fuera de plazo, e incluso la propia autoridad demandada que resuelve el recurso reconoce que la resolución notificada a su representada es extemporánea, por lo que se confirma que la autoridad emisora incumple con lo establecido en el artículo 154 fracción II de la Ley Ambiental del Estado de San Luis Potosí, toda vez que dicha resolución fue notificada el día 19 de febrero del año actual y el plazo para presentar los alegatos concluyó el 12 de septiembre de 2017, tal y como fue reconocido por la misma autoridad emisora del acto; por lo que considera que la autoridad emisora debió dictar resolución administrativa dentro de los 15 días hábiles siguientes una vez oído al infractor o en caso de no usar dicho derecho, tal como sucedió, debió dictar resolución a partir del día siguiente a la fecha 12 de septiembre de 2017, fecha en la que aduce concluyó el plazo de 15 días hábiles para emitir la resolución y darla a conocer a su representada lo cual no ocurrió, al ser conocido a su representada hasta el día 19 de febrero de 2018.

De igual manera en el concepto de nulidad DECIMO CUARTO, el actor hace valer la caducidad del procedimiento.
Los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora en los términos anteriores, son fundados y suficientes para decretar la nulidad del acto impugnado.
Asiste la razón al aquí actor, como quedo señalado con antelación, con base en las siguientes consideraciones legales:
En primer término, se debe de precisar que el acto impugnado se hace consistir en: **********.).
Ahora bien, en términos del párrafo tercero del numeral 217 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, Cuando la resolución recaída a un recurso administrativo, no satisfaga el interés jurídico del recurrente, y éste la controvierta en el juicio contencioso administrativo, se entenderá que simultáneamente impugna la resolución recurrida en la parte que continúa afectándolo, pudiendo hacer valer conceptos de impugnación no planteados en el recurso.
La parte actora en su escrito de interposición del recurso de revisión presentado ante la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental el nueve de marzo de dos mil dieciocho, expresó el agravio relacionado con la caducidad del procedimiento, respecto a lo cual la autoridad emisora en lo conducente expuso lo siguiente:
"...**********,...
... **********...."
Para mayor claridad del asunto, es menester precisar las disposiciones legales que rigen el procedimiento de inspección, vigilancia y sancionador en materia ambiental, las cuales son del tenor siguiente:
LEY AMBIENTAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI

ARTICULO 149. "Las disposiciones contenidas en este Capítulo se aplicarán en la realización de actos de inspección y vigilancia, ejecución de medidas de seguridad, determinación de infracciones y aplicación de sanciones administrativas, instrumentación de procedimientos y recursos administrativos correspondientes. 

Tratándose de materias referidas en esta Ley que se encuentren reguladas por leyes especiales, el presente ordenamiento será de aplicación supletoria por lo que se refiere a los procedimientos de inspección y vigilancia. "
ARTICULO 150. "Corresponderá a la SEGAM, a los ayuntamientos y en su caso a los organismos operadores del agua, en el ámbito de su competencia, realizar actos de inspección y vigilancia para verificar el cumplimiento de las disposiciones contenidas en la presente Ley y en la LGEEPA; en este último caso, conforme a los términos contemplados en los acuerdos de coordinación que se establezcan.

 Para efectuar las visitas de inspección la autoridad podrá solicitar el auxilio de la fuerza pública cuando se obstaculice o se oponga resistencia a la práctica de la diligencia, independientemente de resultar aplicables las sanciones administrativas previstas en este ordenamiento. "
ARTICULO 151. "Las personas con quienes se entiendan las inspecciones estarán obligadas a permitir al personal autorizado por la SEGAM, por los ayuntamientos respectivos o por los organismos operadores del agua, el acceso al lugar o lugares sujetos a esas diligencias, en los términos previstos en la orden escrita a que se hace referencia esta Ley, así como a proporcionar toda clase de información que conduzca a la verificación del cumplimiento de la misma y demás disposiciones aplicables, con excepción de lo relativo a derechos de propiedad industrial que sean confidenciales conforme a los ordenamientos respectivos. La información deberá mantenerse por la autoridad en absoluta reserva cuando así lo solicite el interesado, salvo en caso de requerimiento judicial. "
ARTICULO 152. "La SEGAM, el respectivo ayuntamiento u organismo operador del agua, podrán realizar por conducto del personal debidamente autorizado, visitas de inspección sin perjuicio de otras medidas previstas en las leyes que sean de aplicación supletoria para verificar el cumplimiento de este ordenamiento. 

Dicho personal al realizar las visitas de inspección, deberá estar provisto del documento oficial que los acredite o autorice a practicar la diligencia de inspección o verificación, así como de la orden escrita debidamente fundada y motivada, expedida por autoridad competente, en la que se precisará el lugar o zona que habrá de inspeccionarse, así como el objeto y alcance de la diligencia."
ARTICULO 153. "Las inspecciones se practicarán conforme al procedimiento siguiente:

 I. El personal autorizado al iniciar la inspección se deberá identificar debidamente con la persona con quien se entienda la diligencia; exhibirá la orden respectiva y le entregará copia de la misma con firma autógrafa, requiriéndola para que en el acto designe dos testigos; 

II. En caso de negativa o de que los nominados no acepten fungir como testigos, el personal autorizado podrá designarlos haciendo constar esta situación en el acta administrativa que al efecto se levante, sin que esta circunstancia invalide los efectos de la inspección;

 III. En toda visita de inspección se levantará acta en la que se harán constar en forma circunstanciada, los hechos u omisiones que se hubiesen presentado durante el desarrollo de la diligencia;

 IV. Concluida la inspección se dará oportunidad a la persona con la que se entendió la diligencia, para que en el mismo acto formule observaciones en relación con los hechos u omisiones asentados en el acta respectiva, así como para que ofrezca las pruebas que estime convenientes en el mismo acto o dentro del plazo establecido en el artículo 154 fracción I de esta Ley; 

V. A continuación se procederá a firmar el acta por la persona con quien se entendió la diligencia, por los testigos y por el personal autorizado, quien entregará copia del acta al interesado; 

VI. Si la persona con quien se entendió la diligencia o los testigos se negaren a firmar el acta o el interesado se negare a aceptar copia de la misma, dichas circunstancias se asentarán en ella sin que esto afecte su validez y valor probatorio, y 

VII. Si durante el transcurso de la diligencia de inspección o verificación, la persona con la cual se entiende la diligencia o los testigos designados se retiraren del lugar antes de concluir la misma, se hará constar tal circunstancia en el acta que al efecto se levante sin que ello invalide los resultados de la diligencia."
ARTICULO 154. "Efectuada la inspección a que se refiere el artículo anterior se seguirá el procedimiento que a continuación se indica: 

I. Recibida el acta de inspección por la autoridad ordenadora, requerirá al interesado dentro de un plazo de cinco días hábiles mediante notificación personal o por correo certificado con acuse de recibo, para que adopte de inmediato las medidas correctivas o de urgente aplicación necesarias a efecto de cumplir con los parámetros previstos en la normatividad ambiental, así como con los permisos, licencias o autorizaciones respectivas, fundando y motivando el requerimiento, señalando el plazo que corresponda a juicio de la autoridad para su cumplimiento y procederá a emplazar al interesado, para que dentro del término de quince días hábiles contados a partir del día siguiente a la notificación, manifieste por escrito lo que a su derecho convenga conforme a lo asentado en el acta de inspección y ofrezca pruebas en relación con los hechos u omisiones que en la misma se asientan. 

En el mismo documento de emplazamiento la autoridad correspondiente, podrá señalar las medidas técnicas correctivas o de urgente aplicación que considere necesarias, así como señalar los plazos para su cumplimiento;

 II. Una vez oído al presunto infractor, recibidas y desahogadas las pruebas que ofreciere, o en caso de que el interesado no haya hecho uso del derecho que le concede la fracción anterior dentro del plazo mencionado, la autoridad procederá a dictar la resolución administrativa que corresponda dentro de los quince días hábiles siguientes, misma que se notificará al interesado personalmente o por correo certificado con acuse de recibo;
III. En la resolución administrativa correspondiente se señalarán, o en su caso, adicionarán las medidas que deberán llevarse a cabo para corregir las deficiencias o irregularidades observadas, el plazo otorgado al infractor para satisfacerlas, así como las sanciones y medidas de seguridad a que se hubiere hecho acreedor o ratificar éstas últimas conforme a las disposiciones aplicables; 

IV. Dentro de los cinco días hábiles que sigan al vencimiento del plazo otorgado al infractor para subsanar las deficiencias o irregularidades observadas, éste deberá comunicar por escrito y en forma detallada a la autoridad ordenadora, haber dado cumplimiento a las medidas ordenadas en los términos del requerimiento respectivo; 

V. Cuando se lleve a cabo segunda o posterior inspección a un mismo establecimiento, para verificar el cumplimiento de un requerimiento o requerimientos anteriores y del acta correspondiente se desprenda que no se ha dado cumplimiento a las medidas previamente ordenadas, la autoridad competente podrá imponer además de la sanción o sanciones que procedan conforme a lo dispuesto en el artículo 159 de esta Ley, una multa adicional que no exceda los límites máximos señalados en el citado artículo, y 

VI. En los casos en que el infractor realice las medidas correctivas o de urgente aplicación o subsane las irregularidades detectadas dentro del plazo señalado por la autoridad, siempre y cuando el infractor no sea reincidente y no se trate de alguno de los supuestos previstos en el artículo 160 de este ordenamiento, la autoridad podrá revocar o modificar la sanción impuesta."
Lo resaltado es nuestro.
Los dispositivos legales transcritos establecen el procedimiento para efecto de llevar a cabo las inspecciones, la ejecución de medidas de seguridad, determinación de infracciones y aplicación de sanciones administrativas.

De manera concreta en el numeral 154 se prevé el procedimiento a seguir para efecto de la aplicación de medidas tendientes a corregir las deficiencias o irregularidades observadas y las sanciones y medidas de seguridad correspondientes. 
En las diversas fracciones I y II del numeral 154 de la Ley Ambiental del Estado, se establece que una vez que se determina en el acta de inspección hechos u omisiones que pudieran ser susceptibles de constituir infracciones a la normatividad ambiental, se seguirá el procedimiento observando la autoridad lo que enseguida se indica:

· Requerir al interesado, dentro del plazo de cinco días, mediante notificación personal o por correo certificado con acuse de recibo, para que adopte de inmediato las medidas correctivas o de urgente aplicación que, en su caso, resulten necesarias para cumplir con los parámetros previstos en la normatividad ambiental, así como con los permisos, licencias, autorizaciones o concesiones respectivas, señalando el plazo que corresponda para su cumplimiento, fundando y motivando el requerimiento.

· Emplazar al interesado para que en un plazo de quince días exponga lo que a su derecho convenga y aporte las pruebas que considere pertinentes en relación a lo asentado en el acta de inspección o verificación. En el mismo documento de emplazamiento señalar las medidas técnicas correctivas o de urgente aplicación que considere necesarias y el plazo otorgado al infractor para satisfacerlas.

· Una vez admitidas y desahogadas las pruebas ofrecidas por el interesado, o habiendo transcurrido el plazo a que se refiere el párrafo anterior, sin que este último haya hecho uso de ese derecho, se dictara la resolución que corresponda dentro de los quince días siguientes.

En las relatadas condiciones, resulta evidente que la Legislación citada, en su numeral 154, fracciones I y II, señala que una vez oído al infractor, recibidas y desahogadas las pruebas que ofreciere, o en caso de que el infractor no haya hecho uso del derecho otorgado, se dictará la resolución en el procedimiento administrativo correspondiente dentro del plazo de quince días; que si bien es cierto no se prevé consecuencia jurídica alguna, para el caso de incumplir con el dictado de la resolución en el plazo mencionado, sin embargo ello no implica que la autoridad administrativa cuente con libertad absoluta en relación a la temporalidad para ejercer la facultad correspondiente a la emisión de la resolución respectiva, máxime que la razón de ser de la caducidad es dar certeza jurídica y puntualizar la eficacia de un procedimiento en cuanto al tiempo para no dejar abierta la posibilidad de que las autoridades actúen o dejen de hacerlo a su arbitrio, sino, por el contrario, observen y atiendan puntualmente las reglas que establecen cuando nace y cuando concluye una facultad, para no generar incertidumbre y arbitrariedad.
Ahora bien, es pertinente destacar la circunstancia de que la autoridad emisora de la resolución dictada en el procedimiento administrativo sancionador, de igual manera sujetó a procedimiento a la moral actora, conforme a la diversa legislación que invoca en la resolución citada, relativa a la abrogada Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, publicada el 27 de marzo del 2001, con vigencia al día 18 de julio de 2017, ello al otorgarle a la parte actora el uso del derecho conferido en el numeral 63 de la citada legislación, para los efectos de la formulación de alegatos, resultando aplicable dicha Ley a la materia ambiental del Estado, toda vez que de conformidad con lo establecido en su artículo 1°, no se excluye de su ámbito de aplicación a la materia ambiental, y estableciendo la legislación mencionada de manera expresa la figura de la caducidad de sus procedimientos, por lo que no es obstáculo para considerar su aplicación.
En tales condiciones, atendiendo a la caducidad del procedimiento prevista en términos de los numerales 64 fracción IV y 67 de la citada Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, dispositivos legales que establecen lo siguiente:

ARTICULO 64. "Pone fin al procedimiento administrativo:

I…III

IV. La declaración de caducidad;

V…VI"

ARTICULO 67. "En los procedimientos iniciados a instancia del interesado, cuando se produzca su paralización por causas imputables al mismo, la administración pública estatal o municipal le advertirá que, transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del mismo. 

Expirado dicho plazo sin que el interesado requerido realice las actividades necesarias para reanudar la tramitación, la administración pública estatal o municipal acordará el archivo de las actuaciones, notificándoselo al interesado. 

Contra la resolución que declare la caducidad de la instancia procederá el recurso previsto en la presente Ley. La caducidad no producirá por sí misma la prescripción de las acciones del particular ni de la administración pública estatal o municipal, según corresponda, pero los procedimientos caducados no interrumpen ni suspenden el plazo de prescripción. 

Cuando se trate de procedimientos iniciados de oficio se entenderán caducados, y se procederá al archivo de las actuaciones, a solicitud de parte interesada o de oficio, en el plazo de 30 días a partir de la última actuación tendiente al dictado de la resolución."

 Lo resaltado es nuestro.
De la transcripción que antecede se desprende la regulación de la figura jurídica relativa a la CADUCIDAD, cuya declaración pone fin al procedimiento administrativo, para lo cual establece claramente que cuando se trate de procedimientos iniciados de oficio se entenderán caducados, a solicitud de parte interesada o de oficio, en el plazo de 30 días a partir de la última actuación tendiente al dictado de la resolución.

En tal virtud, en los procedimientos administrativos en los que la autoridad administrativa no considera necesario el impulso del particular para su continuidad y la emisión de una decisión definitiva, operara la caducidad, una vez que transcurra el plazo de treinta días a partir de la última actuación tendiente al dictado de la resolución, sin que la autoridad haya ejercitado en tiempo su facultad tendiente a la emisión de la resolución respectiva.

Atendiendo a lo dispuesto en el numeral 67 de la abrogada Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, la caducidad del procedimiento se decreta de manera oficiosa o bien a petición de parte interesada, y además establece las condiciones para que opere la figura jurídica relativa a la extinción de la potestad autoritaria como sanción a su inactividad; en tal virtud la autoridad administrativa se encuentra obligada a realizar la actuación tendiente al dictado de la resolución dentro del plazo legal  establecido para tal efecto, pues de no colmarse tales extremos previstos en el último párrafo de la citada disposición legal, se actualiza la caducidad de la facultad de la autoridad de dictar la resolución en el procedimiento en cuestión, en razón de que es éste el que expresamente prevé la extinción de la potestad autoritaria como sanción a su inactividad y establece las condiciones para que opere.
Conforme a lo anterior, es válido concluir que toda vez que es la propia demandada, quien aplica de manera supletoria la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, al procedimiento iniciado con base en la Ley Ambiental del Estado, por lo cual se actualiza la figura de la caducidad prevista en los artículos 64 fracción IV y 67 de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, atendiendo a lo siguiente.
La parte actora aportó entre otros elementos de prueba los consistentes en: 
1. **********. (ver fojas 93 a la 97)

2. ********** (ver fojas 98 a la 118)

3. **********. (ver fojas 119 a la 127)
4. ********** (ver fojas 128 y 129)

5. **********. (ver fojas 130 a la 133)

6. **********. (ver fojas 163 a la 165)
7. ********** (ver fojas 173 a la 192)

8. ********** ( ver foja 195)

9. **********. ( ver foja 195)

10. **********. ( ver foja 195)

11. ********** (ver fojas 193 a la 229) 
12. ********** (ver fojas 268 a la 300) 

Los elementos de prueba y convicción anotados, tienen valor probatorio pleno en términos del numeral 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí.
Conforme al material probatorio que antecede, y en términos del procedimiento previsto en el artículo 154 de la Ley Ambiental del Estado, concretamente en su fracción II, se concede el plazo de quince días hábiles siguientes a efecto de que se escuche al infractor, se reciban y desahoguen las pruebas ofrecidas.
En tal virtud, si conforme al contenido de la resolución administrativa**********, se hizo constar que mediante proveído de cuatro de septiembre de dos  mil diecisiete, se pusieron a disposición de la **********actora, los autos que integran el expediente en que se actúa, con el objeto de que si así lo estimaba conveniente, presentara alegatos, lo cual es corroborado por la autoridad demandada al producir su contestación de demanda, al señalar en lo conducente que:

"...**********...."
Por tanto, se atiende al agravio expuesto por la moral actora en el sentido de que la autoridad debió dictar la resolución correspondiente, a partir del día siguiente al 12 de septiembre de 2017, fecha en la que concluyó el derecho a  presentar alegatos, así como darla a conocer a su representada, lo cual no ocurrió sino hasta el 19 de febrero de 2018, fecha de notificación a la parte actora de la resolución que culminó con el procedimiento administrativo instaurado.
Conforme a lo anterior, el plazo previsto en el numeral 154 fracción II de la Ley Ambiental del Estado, para efecto de la emisión de la resolución, inicio a partir del día siguiente al 12 de septiembre de 2017; sin embargo, con independencia de que dicha disposición legal no contempla dentro de su procedimiento la etapa relativa a alegatos, en el procedimiento administrativo que llevó a cabo la emisora Secretaria de Ecología y Gestión Ambiental del Estado, se advierte que puso a disposición de la empresa actora, los autos del expediente respectivo, con objeto de que, si así lo estimaba conveniente, presentara por escrito los alegatos correspondientes, sin que haya hecho uso de tal derecho, señalando en la resolución administrativa en la que tuvo su origen el recurso de revisión, como fundamento de tal derecho, el artículo 67 de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.

En las relatadas condiciones, y atendiendo el criterio de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia cuyo es del tenor siguiente: “EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y PROTECCIÓN AL AMBIENTE. CÓMPUTO DEL PLAZO PARA QUE OPERE SUPLETORIAMENTE LA CADUCIDAD PREVISTA EN EL ARTÍCULO 60 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO, EN RELACIÓN CON EL PROCEDIMIENTO DE INSPECCIÓN, VIGILANCIA Y SANCIONADOR QUE AQUELLA LEY GENERAL ESTABLECE”,  el plazo para decretar la caducidad se computa  a partir del día que transcurrió el plazo para presentarlos, es decir a partir del día siguiente al doce de septiembre de dos mil diecisiete, tal como lo refiere la actora, ello al haber fenecido dicho plazo en la fecha anotada. 
Por lo cual, para los efectos del cómputo correspondiente, es menester señalar que si es a partir del día siguiente del doce de septiembre de dos mil diecisiete, que la autoridad demandada tenía la facultad de dictar la resolución en el procedimiento en cuestión, y lo hizo hasta el día dos de febrero de dos mil dieciocho, la cual fue notificada a la moral actora hasta el 19 de febrero de 2018, por lo que resulta evidente que transcurrió con exceso el plazo de 30 días, a partir de la última actuación tendiente al dictado de la resolución.
En ese orden de ideas, si de la fecha de la última actuación tendiente al dictado de la resolución dentro del procedimiento sancionador del cual deriva la resolución combatida (12 de septiembre de 2017), a la fecha en que la autoridad demandada notificó a la parte actora la resolución que puso fin al procedimiento administrativo (19 de febrero de 2018 ante la manifestación expresa de la parte actora hecha valer en su demanda, lo cual no fue controvertido por la demandada) se establece que le asiste la razón a la accionante respecto a la argumentación que vierte en los conceptos de anulación en estudio, toda vez que en efecto ha transcurrido en exceso el término de 30 días previsto en el último párrafo del numeral 67 de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, al haber operado la figura de caducidad prevista en el mismo.
Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio sostenido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que enseguida se cita:
Época: Novena Época, Registro: 161628, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIV, Julio de 2011, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 73/2011, Página: 524 

EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y PROTECCIÓN AL AMBIENTE. CÓMPUTO DEL PLAZO PARA QUE OPERE SUPLETORIAMENTE LA CADUCIDAD PREVISTA EN EL ARTÍCULO 60 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO, EN RELACIÓN CON EL PROCEDIMIENTO DE INSPECCIÓN, VIGILANCIA Y SANCIONADOR QUE AQUELLA LEY GENERAL ESTABLECE.

Conforme al referido precepto legal, el procedimiento de inspección, vigilancia y sancionador que instrumenta oficiosamente la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales caduca a solicitud de parte interesada o de oficio, dentro de los 30 días contados a partir del vencimiento del plazo para que dicha Secretaría emita su resolución (20 días siguientes a aquel en que se tengan por recibidos los alegatos del infractor o al en que transcurra el término para presentarlos), no pudiendo empezar a contarse antes, por más que el indicado órgano de la Administración Pública Federal centralizada no emita ni notifique las resoluciones previas conforme a las formalidades exigidas en los artículos del 167 al 168 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, en atención a que constituyen normas que carecen de sanción para el caso de su incumplimiento; además de que para la actualización de la caducidad en el procedimiento de que se trata, debe acudirse a ella con las restricciones necesarias del caso previstas en la propia ley, es decir, debe realizarse una interpretación de la caducidad en forma limitada, en la medida en que aquel procedimiento se insta para salvaguardar derechos ambientales, elevados a rango constitucional. Por consiguiente, no será sino hasta que se colmen los extremos previstos en el último párrafo del citado artículo 60 cuando se consume la caducidad de la facultad de dictar la resolución en el procedimiento en cuestión, en razón de que es éste el que expresamente prevé la extinción de la potestad autoritaria como sanción a su inactividad y establece las condiciones para que opere.

Lo resaltado es nuestro.
En tales condiciones, conforme a las consideraciones legales expuestas en párrafos que anteceden; a Juicio de la Magistrada Titular de esta Primera Sala Unitaria, con fundamento en el artículo 250 fracción IV, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí de San Luis Potosí, se decreta la ilegalidad del acto impugnado consistente en la resolución**********, así como la resolución originalmente recurrida consistente en**********.), por las razones y motivos expuestos con anterioridad, y por consecuencia su NULIDAD TOTAL, ya que es de explorado derecho que un acto de autoridad viciado de origen trae como consecuencia que todas las actuaciones posteriores derivadas de él, sean nulas.
Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio Jurisprudencial que establece lo siguiente:

Época: Novena Época 

Registro: 194664 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo IX, Febrero de 1999 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: VIII.2o. J/24 

Página: 455 

SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERACIÓN, CUANDO LA VIOLACIÓN ADUCIDA IMPLICA UN ESTUDIO DE FONDO, LA NULIDAD SERÁ LISA Y LLANA, EN CAMBIO, CUANDO SE TRATA DE VICIOS FORMALES, LA NULIDAD SERÁ PARA EFECTOS. En términos de lo dispuesto por los artículos 238 y 239 del Código Fiscal de la Federación, las sentencias del Tribunal Fiscal de la Federación pueden declarar la nulidad lisa y llana del acto impugnado o para efectos. La nulidad lisa y llana, que se deriva de las fracciones I y IV del artículo 238 invocado, se actualiza cuando existe incompetencia de la autoridad, que puede suscitarse tanto en la resolución impugnada como en el procedimiento del que deriva; y cuando los hechos que motivaron el acto no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien, se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o dejó de aplicar las debidas. En ambos casos, implica, en principio, que la Sala Fiscal realizó el examen de fondo de la controversia. En cambio, las hipótesis previstas en las fracciones II, III y V del precepto legal de que se trata, conllevan a determinar la nulidad para efectos, al establecer vicios formales que contrarían el principio de legalidad, pero mientras que la fracción II se refiere a la omisión de formalidades en la resolución administrativa impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación y motivación en su caso, la fracción III contempla los vicios en el procedimiento del cual derivó dicha resolución, vicios que bien pueden implicar también la omisión de formalidades establecidas en las leyes, violatorias de las garantías de legalidad, pero que se actualizaron en el procedimiento, es decir, en los antecedentes o presupuestos de la resolución impugnada. En el caso de la fracción V, que se refiere a lo que la doctrina reconoce como "desvío de poder", la sentencia tendrá dos pronunciamientos, por una parte implica el reconocimiento de validez del proveído sancionado y por otra supone la anulación del proveído sólo en cuanto a la cuantificación de la multa que fue realizada con abuso de poder, por lo que la autoridad puede imponer un nuevo proveído imponiendo una nueva sanción. Así, de actualizarse los supuestos previstos en las fracciones I y IV del artículo 238 del Código Fiscal de la Federación, que implica el estudio de fondo del asunto, la nulidad debe declararse en forma lisa y llana, lo que impide cualquier actuación posterior de la autoridad; en cambio, si se trata de los casos contenidos en las fracciones II y III y en su caso V del artículo en comento, que contemplan violaciones de carácter formal, la nulidad debe ser para efectos, la cual no impide que la autoridad pueda ejercer nuevamente sus facultades, subsanando las irregularidades y dentro del término que para el ejercicio de dichas facultades establece la ley. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL OCTAVO CIRCUITO.

En virtud de lo anterior, resulta innecesario el estudio de los conceptos de anulación restantes manifestados por la parte actora. Sirve de apoyo el criterio sustentado por el Tercer   Tribunal  Colegiado  del   Segundo  Circuito,  Octava  Época, del  Semanario Judicial de la Federación, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis: 693, Página:   466, que a la letra dice:

 CONCEPTOS DE VIOLACION. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.  Habiendo resultado fundado y suficiente para otorgar el amparo solicitado, uno de los conceptos de violación, resulta innecesario el estudio de los restantes motivos de inconformidad vertidos en la demanda de garantías.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 7º fracción XIV, 9º fracción III, 35 fracción VIII y 36 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los artículos  217, 248,  249, 250 fracción IV, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se decreta la NULIDAD TOTAL del acto impugnado consistente en la resolución**********, así como la resolución originalmente recurrida, relativa a**********),  de acuerdo con las consideraciones fundamentos y motivos expuestos en el Considerando SEXTO de ésta Sentencia.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora, y por oficio a las autoridades Demandadas.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Antonio Martínez Portillo, que autoriza y da fe.- (rúbricas)
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo con lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.

